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MEMORIAL DE AMICUS CURIAE
 
Sr. JUEZ PENAL DE LA TERCERA NOMINACIÓN

CAUSA: DUMONT JESSICA S/MUERTE DUDOSA. (Sumario 151, folio 90)
Expte: n° 20696/09.

	Adriana Inés Guerrero, argentina, DNI n° 17.458.269, en representación del Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer (CLADEM), María Gabriela Filoni, argentina, con DNI 22.274.117, Responsable del Programa de Litigio Internacional de CLADEM y Susana Chiarotti, argentina, DNI 5.499.965, en representación de (INSGENAR), Instituto de Género, Derecho y Desarrollo, todas bajo el patrocinio letrado y representación de la Dra. Celia Isabel Debono,  matricula profesional n° 2480,  con domicilio real en calle Rivadavia 825, piso 4°, oficina “A” de la Ciudad de San Miguel de Tucumán y constituyéndolo a todos los efectos legales en casillero de notificaciones 1135 al Sr. Juez respetuosamente decimos:

I. DEL CARÁCTER 
	El Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer (CLADEM), es una red creada en el año 1989 dedicada a la promoción y defensa de los derechos humanos de la mujer, que agrupa a personas y organizaciones no gubernamentales en 14 países de la región, incluso en Argentina. CLADEM cuenta con Status Consultivo en la Categoría II ante el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas desde el año 1995 y está facultada para participar en las actividades de la Organización de los Estados Americanos desde el año 2002 y su sede regional está en Jirón Estados Unidos 1295, Piso 7, Depto. 702, Jesús María, Lima, Perú. CLADEM ha sido galardonada internacionalmente, en 2009 con el Premio Rey de España a los Derechos Humanos, y en 2010, con el Premio Derechos de las Mujeres por la Fundación Gruber. El INSGENAR, Instituto de Género, Derecho y Desarrollo, es una organización sin fines de lucro, con personería Jurídica 834/95, con domicilio en la calle Tucumán 3950 de la ciudad de Rosario, Argentina. Posee Status Especial ante la OEA y está dedicada a la promisión de los derechos de las mujeres y las niñas, cuya directora es la Dra. Susana Chiarotti, integrante del CEVI, Comité de Expertas en Violencia hacia la Mujer de la Organización de los Estados Americanos (OEA), para evaluar a los países del continente en el cumplimiento de la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. 
	En el aludido carácter venimos a presentarnos ante el Sr. Juez y respetuosamente decimos:
II. OBJETO
	En la calidad invocada y conforme lo autoriza la Acordada 28/2004, venimos a presentar este escrito en calidad de Amicus Curiae con el objeto de acercar al Sr. Juez consideraciones jurídicas relativas a diversos principios y argumentos de derecho internacional de relevancia para la resolución del caso de referencia, en rechazo de la postura del Fiscal de Instrucción quien solicitó el sobreseimiento en la causa DUMONT JESSICA S/MUERTE DUDOSA. (Sumario 151, folio 90) Expte: n° 20696/09.
	Sobre la base de los argumentos que a continuación se exponen, solicitamos se tenga a las organizaciones firmantes por presentadas en el carácter invocado, se incorpore esta presentación al expediente de referencia y se la tenga en cuenta al momento de resolver.
III. ADMISIBILIDAD DE ESTA PRESENTACIÓN

	El presente escrito cumple con los requisitos de admisibilidad requeridos por V.E. en la Acordada mencionada:
a) Plazo: La Acordada 28/04 autorizó la actuación de los Amigos del Tribunal con respecto a las causas en trámite ante esta Corte y siempre que en ellas se ventilasen cuestiones de trascendencia institucional o que resultasen de interés público. Asimismo, estableció que los memoriales de Amicus Curiae deberán presentarse hasta los 15 días del llamado de autos para sentencia. En este caso el Tribunal no ha ordenado aún el pase de autos a sentencia, por lo que este Amicus se presenta en el plazo establecido. Sin perjuicio de ello, cabe señalar que la Acordada 14/2006 estableció un sistema de difusión de las causas en trámite mediante su publicación en la página web de la CSJN (prevista en la acordada 1/2004) a fin de efectivizar este provechoso instrumento de participación ciudadana en la administración de justicia. La creación de este sistema obedeció al hecho de que se da intervención a personas que no actúan en el proceso en condición de parte ni de terceros y de que el plazo para llevar a cabo las presentaciones que se contemplan es breve y perentorio.
b) Interés de CLADEM e INSGENAR en la resolución del caso: Justifica su presentación en esta causa como Amicus Curiae, autos DUMONT JESSICA S/MUERTE DUDOSA. (Sumario 151, folio 90) Expte: n° 20696/09, porque uno de nuestros ejes de trabajo es el monitoreo de la implementación de los compromisos Internacionales estipulados en diversos Instrumentos de Derechos Humanos ratificados por el Estado Argentino. Entre estos tratados se destaca la CEDAW, o Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer. El Comité de la CEDAW ha emitido varias recomendaciones generales, entre ellas la Recomendación General n° 28, que se refiere a la importancia del acceso a la Justicia de las víctimas de violencia de género. Además nuestro trabajo incluye litigios internacionales en casos emblemáticos en casos en que se puedan ver afectados los Derechos Humanos de las Mujeres, como serían por ejemplo los casos de discriminación por Género, Violencia, Derechos Sexuales y Reproductivos, Educación, entre otros temas.
	Por las consideraciones expuestas, es claro que en el presente caso, donde se investiga por un lado, un hecho aberrante de violencia física, moral, psicológica, sexual ejercido sobre la adolecente Jessica Dumont que desencadenó en el suicidio de víctima, y por el otro, nuestro análisis sobre la valoración de las pruebas efectuadas por el Fiscal de la causa, claramente parcializadas y discriminatorias. Estas deficiencias en la valoración de las pruebas constituyen una clara denegación del acceso a la Justicia, conforme los estándares Internacionales, conforme se desarrollará en el presente Amicus.
Regulación del AMICUS CURIAE 
	Si bien a nivel nacional no existe una ley que contemple el instituto del Amicus Curiae en general, hay algunas leyes que lo receptan para casos concretos, o en ciertas jurisdicciones.
	La Corte Suprema de la Nación, por mayoría, el 14 de Julio de 2004 dictó la Acordada N° 28, en la que plantea al amicus curiae “como provechoso instrumento destinado, entre otros objetivos, a permitir la participación ciudadana en la administración de justicia, el tribunal considera apropiado que, en las causas en trámite ante sus estrados y en que se ventilen asuntos de trascendencia institucional o que resulten de interés público, se autorice a tomar intervención como Amigos del Tribunal a terceros ajenos a las partes, que cuenten con una reconocida competencia sobre la cuestión debatida y que demuestren un interés inequívoco en la resolución final del caso, a fin de que ofrezcan argumentos de trascendencia para la decisión del asunto”.
	Asimismo indicó “que, en efecto, en el marco de las controversias cuya resolución por esta Corte genere un interés que trascienda al de las partes y se proyecte sobre la comunidad o ciertos sectores o grupos de ella, a fin de resguardar el más amplio debate como garantía esencial del sistema republicano democrático, debe imperar un principio hermenéutico amplio y de apertura frente a instituciones , figuras o metodologías que, por su naturaleza, responden al objetivo de afianzar la justicia entronizado por el Preámbulo de la Constitución Nacional, entendido como valor no sólo individual sino también colectivo”.
	“La intervención que se postula encuentra su fundamento, aún con anterioridad de la reforma de 1994, en lo dispuesto en el Art. 33 de la Constitución Nacional, en la medida en que los fines inspiran dicha participación dos pilares fundamentales que dispone el texto: La soberanía del pueblo y la forma republicana de gobierno, lo que explica la estructura representativa republicana y federal y porque el soberano es el pueblo, queda explicado la manda constitucional: el Art 14 de nuestro texto máximo, legitima el derecho “de peticionar ante las autoridades”, porque quiso hacer explicito –desde otro ángulo – que la soberanía no se predica: se ejerce.”
[bookmark: art48][bookmark: art44][bookmark: art45]	No debe prescindirse, por último que la actuación de los Amigos del Tribunal encuentra sustento en el sistema de Derechos Humanos al cual le ha asignado Garantía Constitucional (Art. 75, inc. 22), pues ha sido objeto de regulación en la Corte Interamericana de Derechos Humanos con sustento en los arts. 44 y 48 de la Convención Americana.
	Resumiendo: estimamos que V. S debe emplear todos los recaudos posibles para lograr el máximo de elementos de conocimiento útiles que le permitan, aplicando las reglas de la lógica, indispensable en todo razonamiento, actuar conforme a la razonabilidad exigida por el Art. 1° de nuestra Carta Magna Nacional: “…organizar sus Instituciones y promover el desarrollo humano en una democracia participativa y pluralista, fundada en la libertad, igualdad, la solidaridad, la justicia y los derechos humanos …”, así como lograr la mayor justicia en sus decisiones.
	Por último, nunca resulta superfluo recordar el art. 5° de la Constitución Nacional, en cuanto por el Gobierno Federal “garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus funciones”, en tanto haya explícito acatamiento a los principios centrales bajo el cual gira el andamiaje Institucional. Centrales principios que por cierto, se resumen en la insoslayable obligación de afianzar la justicia y promover el bienestar general. 

IV -. RELATO: ANTECEDENTE DE LA CAUSA
En fecha 5 de Abril de 2010 el abogado de la querella y en representación de Celine Foissac, madre de la fallecida Jessica Dumont, comparece en los autos caratulados Dumont Jessica s/Muerte Dudosa (M.E. 20696/2009) y manifiesta que por expresa instrucción de su mandante y de conformidad a los artículos 7, 91 y ccs. del C.P.P.T, asume el rol de querellante en contra del señor Roberto Dumont, DNI 20.178.649, en calidad de autor del delito de homicidio preterintencional (Art. 81 inc. b, del C.P.) y/o subsidiariamente homicidio culposo en concurso real con lesiones graves, agravadas por el vínculo (arts. 84 y ccs.) o subsidiariamente por lesiones leves agravadas del mimo modo (art. 80 con 92) en concurso real (arts. 45) con abuso sexual agravado por el vínculo arts. 119 primero y último párrafo, en relación a la letra b) del C.P., en perjuicio de Jessica Dumont e instigador del delito de abuso de autoridad también en concurso real y/o en que surgiere de la investigación de acuerdo a los hechos.
Asimismo solicita que se modifique la caratula de la presente causa por “Dumont Roberto s/ Homicidio Preterintencional, Lesiones Agravadas, Abuso Sexual agravado y Abuso de autoridad en calidad de instigador).

Consideraciones de hecho:
a) Jessica Dumont falleció el 12/07/09, a horas 18:30, por un disparo de arma de fuego, según surge del informe autópsido agregado en autos. Si bien la investigación realizada por el Fiscal, estuvo orientada hacia la hipótesis de que Jessica tuvo la voluntad y libre poder de decisión de quitarse la vida, sin embargo ello no fue así, y que por el contrario esa decisión no fue libre, sino determinada por la conducta lesiva y humillante a la que la sometió el día del hecho su padre (Violencia de Género) conducta que como se verá es constitutiva de los delitos que fueron objeto de investigación en las presentes actuaciones y que no es sino el colofón paradigmático de toda una seria de malos tratos y humillaciones a que fue sometida el día que Jessica Dumont decidió quitarse su vida. 
Es que, sin esa conducta y esos antecedentes, el suicidio de Jessica Dumont es inexplicable. Dicho de otra manera, si esos hechos no hubiesen sucedido Jessica no hubiese tomado nunca esa tremenda determinación, ello surge palmariamente del  análisis de las circunstancias de fácticas, que el Sr. Fiscal estaba obligado a valorar, sin embargo se apartó de las mismas al pedir el sobreseimiento del imputado.   
Jessica Dumont era una joven cuyas virtudes como hija, hermana, nieta y como deportista, despertaba la admiración de todos los que la rodearon o la conocieron y trataron con ella.
Desarrollaba una carrera deportiva brillante que la coronó campeona Sudamérica de Taekwondo y además con una destacada actuación en el mundial de esa disciplina llevada a cabo en Bulgaria.
Llevaba una vida normal rodeada de amistades con las inquietudes propias de esa edad, estudio, sana diversión, fiestas, gira de egresadas, eventos deportivos, etc.
La pregunta es entonces ¿qué situación o situaciones condicionaron a Jessica a quitarse la vida en la casa de su abuela el día 12/09 en plena adolescencia y con toda una vida por delante…?

b) La golpiza delante de otros jóvenes en un domicilio ajeno el día 11/06/2009 de donde Jessica salía de una fiesta de disfraces junto a un grupo de amigos y amigas en la que estuvo alrededor de la 4 am. Cuando salieron por invitación de su amiga Susana Rosana, fueron junto a otra amiga Romina Di Nella a un cumpleaños que se estaba realizando en casa de la primera. Aproximadamente a las 4:30 horas de esa madrugada llegaron a esa fiesta. En la misma había gente que conocía y gente que no conocía por lo que se quedó charlado con sus amigas toda la noche.
Romina, que había ido con ella a la fiesta y quien había convenido que dormiría esa noche en su casa, decidió volverse antes por lo que Jessica decidió entregarle la llave diciéndole que iba a llegar más tarde. Así Romina se fue a dormir en la casa de la familia Dumont. 
Mientras que la charla entre las amigas fue sorprendida por el amanecer, Jessica decidió quedarse en esa casa a descansar un rato.
Así cerca del mediodía Jessica dormía en una de las habitaciones junto a Ivanna Lozano, Carola Evangelina y otra chica también llamada Ivanna.
En esa circunstancia el querellado Dumont fue en compañía de Romina Di Lella a buscar a Jessica, y en un claro acto ilícito ingresó al domicilio de la familia Lozano; (Este hecho dio lugar a la iniciación de una causa penal por violación de domicilio expediente n° 32704/009 ); pateando la puerta de la casa sin pedir permiso y sin identificarse y se dirigió a la habitación donde dormía su hija y sin mediar palabra, delante de sus amigas la levantó fuertemente de los pelos golpeándola en la cabeza, en el rostro, en sus brazos y antebrazos al intentar cubrirse.
Las lesiones producidas se encuentran acreditadas en el informe autópsido agregado en autos.
Con lo que queda demostrado en forma fehaciente que aquí quedó consumado delito de lesiones graves, agravadas por el vínculo, ya que el agresor era su propio padre.
Las personas que todavía permanecían en la fiesta consternadas y sin saber de qué se trataba todo esto ante la violencia desplegada por Dumont, e inclusive pensando que era un asalto, intervinieron intentando defender a Jessica, quien una vez liberada salió corriendo aterrada y se encerró en al baño de la casa, incluso se metió en un placar. Por insistencia de sus amigas salió llorando y diciendo “ven, por esa mierda me quiero matar…”. Nada más elocuente aún cuando en ese momento los testigos hayan pesando que la frase era meramente una metáfora de lo mortificada y humillada que se sentía Jessica frente a la inusitada violencia de su progenitor que presentaba síntomas de gran agresividad y violencia.
Posteriormente vino la policía y todos se trasladaron la Comisaria 7ª, donde el agresor denunció falsamente que había sido golpeado por los jóvenes presentes que, en realidad se limitaron a defender a Jessica de la golpiza que llevaba a cabo su padre.
Cualquier ser humano puede comprender la vergüenza y humillación que debe haber sentido la adolescente, la vulnerabilidad, ante esta conducta agraviante, distorsionada, exacerbada y lesiva frente a sus amigos, ya que la misma no tenía explicación de ninguna naturaleza.

c) Humillación en la Comisaria. Ya en la Comisaria al no poder continuar con el maltrato físico, Dumont se dedico a humillar a su hija delante de muchos testigos, como si Jessica fuera responsable de los hechos que él mismo había generado, además de insultarla, solicitó que la encierren con el “otro delincuente” (refriéndose a la persona que la había defendido de la golpiza que le propinaba a Jessica) y que le practiquen en su presencia un examen vaginal. Ya no sólo queda acreditado la violencia física, psíquica moral, sino que al solicitar innecesariamente el examen vaginal (delante de los amigos), con el agravante que el mismo exige presenciar la inspección médica como si él conociera con perfección lo normal o anormal de las condiciones de los órganos genitales de su hija.
El agresor demostró una conducta alejada de los deberes emergentes de la patria potestad (de cuidado y protección de sus hijos e hijas), por el modo desproporcionado con que reaccionó cuando encontró a Jessica durmiendo; y por la violencia psicológica y el abuso sexual que significa pedir el examen ginecológico en su presencia. Su finalidad lejos de proteger a su hija, fue ultrajante, injuriante y de menoscabo, produciéndole profundo sufrimientos y quebrantamiento espiritual, como sucede a las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, con mayor razón si estamos hablando de una adolecente, maltratada por su progenitor, que tenía que contenerla, darle el cariño y afecto que necesitan los hijos e hijas menores de edad que están en la etapa más difícil en el desarrollo de los seres humanos, buscando su lugar en la sociedad como personas adultas, sin serlo todavía.
Además de lo manifestado y a mayor abundamiento debemos poner de resalto, que también hubo un trato discriminatorio por su condición de mujer ya que si se hubiera tratado de un hijo varón, no se hubiese solicitado el examen médico alguno, ni mucho menos haber pedido estar presente.
Ahora bien, ¿por qué Dumont solicito un examen de este tipo? Un examen de este tipo solo puede ser realizado en una causa con características sexuales, que no es el caso de autos, ni Jessica, ni el imputado formuló denuncia alguna de que la primera haya sido víctima de un delito sexual. Pero aun cuando ello hubiera ocurrido, lo lógico hubiera sido un examen médico tendiente a constatar el ejercicio de violencia dirigida a vencer la eventual resistencia a un acceso carnal.
¿Qué intención tenía Dumont, cuando pidió a los gritos y haciendo constar en la declaración que solicitaba un examen vaginal en su presencia? 
¿Qué quería probar el Sr Dumont? ¿Si Jessica había tenido relaciones sexuales? ¿Por qué quería estar presente en dicho examen?
Y si hubiera tenido relaciones sexuales, ¿en presencia de que delito estamos? Más allá de las diferentes valoraciones personales, el ordenamiento jurídico reconoce el derecho y la capacidad de toda persona que hubiera cumplido los 16 años de tener relaciones sexuales libremente consentidas. 
Dumont, bajo las actitud distorsionada de un padre vigilante y manipulador, sin denunciar la existencia de un delito sexual, no pudo tener otro móvil que la humillación y dañar psíquicamente a su hija, insinuando públicamente que había tenido relaciones sexuales, y utilizando el aparato estatal, autoridad policial, para abusar de ella, con la clara intensión de invadir la intimidad psíquica y corporal de la menor del modo más obsceno: la inspección de sus genitales en presencia de su padre. 
Aquí quedó plasmada la violencia sexual de la que fue víctima Jessica, ya que sobre este punto hay distintas definiciones, pero hay una interpretación general y compartida en el derecho internacional, la definición sugerida es “…Todo acto de agresiones físicas o psicológicas llevado a cabo por una persona con fines sexuales o medios sexuales, tal como forzar a una persona que se desvista en público, para exponer sus genitales…” “El Tribunal Penal Internacional para Ruanda, ha enumerado otras formas de violencia sexual, por ejemplo la desnudez forzada y obligar a una persona a hacer actos humillantes estando desnuda, la violencia sexual no implica necesariamente la penetración o el contacto físico”[footnoteRef:1]. La Corte Interamericana de Derechos Humanos en la sentencia del caso del Penal Castro Castro vs Perú en relación a la desnudez forzada “además de ser un trato violatorio a su dignidad personal, también es violencia sexual (…) ya que estuvieron desnudas estando rodeadas de hombres”. Según la Convención para prevenir, sancionar y Erradicar la Violencia contra la mujer, la violencia sexual se configura con acciones de naturaleza sexual que se cometen en una persona sin su consentimiento, que además de comprender la invasión física del cuerpo humano, pueden incluir actos que no involucren penetración o incluso contacto físico alguno. [1:  Elementos del Delito, artículo 7, párrafo 1, inc. g-6,1 citado por S. Sivakurmaran.] 

También fue discriminatoria la actitud del funcionario actuante, ante el requerimiento de examen médico, procede a dar intervención a la Dirección de Medicina Legal a los fines que se realice el examen ginecológico, (cuya copia se adjunta a los autos) y sin dar intervención al Fiscal de turno se ordena el examen ginecológico, siendo a todas luces improcedente ya que no se trataba de un delito sexual conforme lo manifestado. Es necesario aclarar que dicho examen médico no se llevó  cabo, por causas ajenas a la voluntad de Dumont
El Sr. Fiscal nunca analizó la conducta del padre de querer estar presente en este examen, ni siquiera pidió una pericial psicológica para indagar los motivos de este comportamiento a todas luces anormal de este padre no sólo violento sino también abusador. La Comisión Interamericana de Derechos humanos en el caso X e Y contra Argentina, sostuvo que la inspección vaginal “implica la invasión al cuerpo de la mujer” asimismo, “la realización de revisiones o inspecciones vaginales en ciertas circunstancias puede ser aceptable, siempre y cuando la aplicación de la medida se rija por los principios de debido proceso y salvaguardia de los derechos protegidos por la Convención (Americana). Sin embargo, si no se observan ciertas condiciones tales como legalidad, necesidad y proporcionalidad y el procedimiento no se lleva a cabo sin el debido respeto por ciertos estándares mínimos que protegen la legitimidad de la acción y la integridad física de las personas que se someten a él, no puede considerarse que se respetan los derechos y las garantías consagrados en la Convención”.

d) Pedido de sobreseimiento realizado por el Fiscal que tuvo a su cargo la investigación de los hechos. 
Aquí se pondrán de resalto algunas ponderaciones infundadas, arbitrarias y discriminatorias efectuadas por el Fiscal.
Responsabiliza por los hechos a tres mujeres.

El Sr. Fiscal después de la investigación efectuada, en cuanto a la reconstrucción de los hechos pretéritos, la declaración de más de una treintena de testigos, todos ellos concordantes con la violencia física y psicológica que había vivido Jessica, el informe del cuerpo médico forense, la autopsia practicada, el acta policial realizada en el lugar de los hechos, donde se encontró el cuerpo sin vida de Jessica, el arma de fuego, las cartas de despedida dirigidas a los seres que amaba, menos a su padre; llegó a la conclusión que si alguien tiene la culpa de lo sucedido en primer lugar JESSICA, LA MADRE Y LA ABUELA . 

Aquí el garante de los derechos de la víctima, después de analizar el plexo probatorio, conforme se expresara, llega a la conclusión que: …“A criterio del proveyente Jessica Dumont TUVO LA VOLUNTAD Y LIBRE PODER DE DECISIÓN para quitarse la vida…” 

Y luego forja la siguiente argumentación:
Dice que los deberes de la patria potestad le corresponden a ambos progenitores, por lo que “…en especial su madre, conocía los malos tratos que propinaba Roberto Dumont a su hija, tenía el deber de impedirlos, ya que si los mismos eran considerados de gran envergadura, pudo y debió proveer la posibilidad de que su hija se quitara la vida como consecuencia de las humillaciones…” sin que el autor de las humillaciones tenga ninguna responsabilidad. 
Aquí el Sr. Fiscal en lugar de analizar la conducta del imputado, hace referencia a la conducta de la madre, que es la querellante en autos, no la imputada. Y si algo se puede decir de la madre es que obró con la debida diligencia, al iniciar la presente acción. El que violó los deberes de la patria potestad, en todo caso, fue el imputado Roberto Dumont, ya que conforme establece el Artículo: 278 del C.C., incorporado por la ley 23264, “el poder de corrección debe ejercerse moderadamente, debiendo quedar excluidos los malos tratos, castigos, o actos que lesiones que menoscaben física, psíquicamente a los menores…”, que se traduce en el reconocimiento por nuestro derecho del interés superior del menor. Este principio tiene garantía constitucional, así lo establece el Art. 3° párrafo 1° de la Convención de los derechos del Niño y la Niña, entendiendo por tal al menor de 18 años, y obliga al estado Argentino en virtud de su incorporación a la Constitución Nacional en el Art. 75 inc. 22. 
La madre ante los hechos, actuó con la debida diligencia.
El Fiscal de la causa se aparta de los hechos investigados y hace una consideración personal en clara violación a la norma precedente transcripta, sin apoyatura fáctica solo basada en los estereotipos discriminatorios hacia la mujer, violando con ello la obligación contraída por el estado Argentino en virtud de la incorporación de los tratados internacionales , Art. 75 inc. 22 de la C.N, de la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la mujer, (CEDAW) contenida en el Art. 5 de… “modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con mira a alcanzar la eliminación de los prejuicios y prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basadas en la idea de inferioridad y superioridad de los sexos o en funciones estereotipadas…”. Después volveremos sobre este punto.
 Es decir que según el Sr. Fiscal, hasta aquí, la madre de Jessica es culpable de lo que le pasó a Jessica pero llamativamente NADA dice de la conducta del marido que fue el desencadenante del hecho que Jessica se suicidara. Dumont no pudo prever que después de las humillaciones, los malos tratos, la violencia verbal, física y sexual que le profirió a su hija, ella se quitara la vida? Esto nos lleva a otra pregunta, ¿por qué el Sr. Fiscal considera que la madre es la que debió evitar que su hija se suicidara…? Qué patrón uso para esta consideración, después del plexo probatorio que tenía bajo su análisis. ¿Y si la madre no hubiera existido por fallecimiento, ausencia temporal o permanente, o estar privada de la razón, o bien sometida al quebrantamiento espiritual que produce la violencia doméstica? ¿Por qué el Fiscal echa un manto de sospecha o de culpabilidad a la madre, cuando está analizando la conducta de Dumont? Este razonamiento es inadmisible para un hombre o mujer de derecho y mucho más para un Fiscal, que tiene a su cargo la función de Investigar la comisión de delitos analizando la conducta de los ciudadanos que le han confiado a través del Órgano del Estado (la Justicia ) el resguardo de sus derechos.
Esto S.S. es una valoración, que lejos de ser jurídica, rompe las reglas de la sana crítica en la valoración de las pruebas, y utiliza parámetros inadecuados, sexistas y discriminatorios que distorsionan el proceso ya que de modo alguno puede llegar a la conclusión que la madre de la niña es la responsable por la conducta violenta del padre. Esta es una afirmación improcedente, discriminatoria, antojadiza e inadmisible, frente a este hecho delictivo.
De la apreciación del Sr. Fiscal acerca que Jessica Dumont ya venía manifestando con anterioridad que tenía intenciones de quitarse la vida; debemos preguntarnos ¿por qué dichas manifestaciones no fueron tomadas en serio ni por sus amigos, o su madre o por el resto de su familia?, pues la respuesta es fácil, ya que fue tomada como una manifestación de una adolescente, pero cosa muy distinta es el análisis de los hechos dentro del contexto presente causa donde la violencia, concebida y castigada en todas sus formas, proferidas por parte de su progenitor fue un hecho desencadenante, sin lugar a dudas, de esta fatal determinación. 
Luego, el Sr. Fiscal valora sólo una parte de la nota que dejó Jessica al dirigirse a su madre, en la que manifiesta: “…mama vos nunk me vas a entender…”; pero la frase completa incluye también: “…perdón familia pero me siento una mierda…”. ¿Por qué el Sr. Fiscal no consideró esta frase? ¿Por qué Jessica se sentía una mierda? ¿No habrá sido por las humillaciones a las que la había sometido su padre el día anterior? Pero el Sr. Fiscal al valorar esta frase vuelve a cargar las tintas contra la madre, diciendo que la víctima no confiaba en su madre al extremo de no contarle a la misma sobre el abuso que otras personas manifiestan que sufrió. Esto no evidencia falta de confianza con su madre, sino simplemente que se trata de una adolescente quien no quería causarle dolor a su madre por las acciones de su padre. 
Luego el Sr. Fiscal reproduce una serie de testimonios de amigas de Jessica a las cuales les comentó sobre el abuso que sufría por parte de su padre, valorándolas como falta de confianza de Jessica con su madre; pero luego y en una clara contradicción dice textualmente que: “se trata de declaraciones únicamente tendientes a perjudicar la situación procesal de Roberto Dumont”. O sea, que por un lado le sirven para culpabilizar a la madre de una supuesta mala relación con Jessica y luego las mismas declaraciones son usadas por el Fiscal para defender la situación procesal de Dumont. 
Acto seguido, vuelve a mencionar a la madre de la menor diciendo que debió evitar el resultado, es decir que prejuzga al decir que debería haber obrado con cuidado y previsión, dándole como madre de una hija adolescente la contención que desde hace tiempo necesitaba. Nuevamente el Sr. Fiscal analiza discriminatoriamente la conducta de la madre, con una enceguecida y casi obsesionada mirada prejuiciosa, alejándose del hecho que se encuentra investigando.
En cuanto al análisis del pedido del examen ginecológico realizado por Dumont, el Sr. Fiscal primero expresa que “no puede comprobarse de autos que Dumont fuera el que solicitó el examen vaginal…”; sin embargo dicho pedido consta en Acta de fs. 5 in fine, cuando manifiesta: “que por la situación vivida por mi hija, y por las dudas solicito se realice un examen ginecológico mi presencia”. A ello debemos manifestar que quedó palmariamente comprobado que el Sr. Fiscal en un lenguaje poco claro e infundado,  primero niega que dicho pedido hubiera sido efectuado, a pesar  de estar probado. Porque lo niega entonces? Será que reconocer la existencia de este pedido, conduce lógicamente a la indudable responsabilidad por abuso sexual, además de los otros delitos investigados, cometidos por Dumont y además la violación de los deberes de funcionario público por parte del policía actuante. Esta situación pone de relieve una vez más el trato discriminatorio  del Sr. Fiscal. 
Luego el Sr. Fiscal transcribe las declaraciones testimoniales llevadas por la defensa del señor Dumont en virtud de las cuales lo ponen al mismo como “un padre ejemplar” o “es muy buen padre y esposo”, es decir exaltando las cualidades o virtudes varoniles, tradicionales, patriarcales del señor Dumont y denostando en todo momento a la madre de la menor, en una clara empatía como hombre con el imputado, quizás olvidando sus funciones como Fiscal y su responsabilidad de investigar exhaustivamente las circunstancias que provocaron la muerte de Jessica.
La otra mujer culpable.
Otra mujer culpable del suicidio de Jessica Dumont. Su abuela.
En cuanto a la existencia del arma, con la cual Jessica Dumont se disparó, se trata de un arma que su abuela tenía guardada en un armario. 
Se deduce, dice el Fiscal, que el arma de fuego utilizada por Jessica Dumont para dispararse se encontraba en un lugar de fácil acceso, a disposición de cualquier persona y además cargada. Aquí pretende responsabilizar a la abuela por tener el arma al alcance de cualquiera. Nos preguntamos ahora ¿por qué el Sr. Fiscal quiere o pretende culpar a la abuela de la decisión de Jessica de quitarse la vida? Porque tenía un arma en un armario?  Recordaremos que Jessica tenía 17 años, no era una niña. El Sr. Fiscal en forma reiterativa culpabilizó a la madre y abuela de la víctima, sin fundamento alguno, salvo sus prejuicios, sobre los cuales no puede sustentar ninguna decisión jurídica. El estado de derecho, ha otorgado a la justicia la protección del derecho de los ciudadanos/nas sobre la base del debido proceso, es decir un proceso sujeto a las normas sustantivas y adjetivas, de las cuales los funcionarios judiciales no se pueden apartar, amén de ello, deben tener conocimiento de los estándares Internacionales, vigentes en el país, conforme se desarrollará en los párrafos siguientes.
Igualmente por el bien de la sociedad y por la vigencia del principio de idoneidad se exige a un funcionario judicial conocimientos amplios, libres de prejuicios, de fundamentalismos, respetuosos del pluralismos y la diversidad y no actitudes teñidas de falsos presupuestos de los roles familiares tradicionales del patriarcado, echando paradójicamente la culpa primero a la propia víctima y luego a todas las mujeres que rodeaban a Jessica, a su madre, a su abuela, a sus amigas…
Asimismo, por el principio de legalidad, el Sr. Fiscal actuará con sujeción a la Constitución, a las leyes y demás normas que integran el ordenamiento jurídico vigente.
En autos el Sr. Fiscal, tuvo en todo el exordio una valoración de los hechos parcializada y arbitraria, al decir que duda sobre el pedido de Dumont del examen ginecológico, cuando dicho pedido se encuentra acreditado en autos. Omite también hacer una valoración de la conducta del Sr. Dumont cuando pide que este examen se realice en su presencia. ¿Por qué el Sr. Fiscal omitió hacer esta consideración, justamente porque este es el punto desencadenante de la decisión de Jessica, ya que el impacto psicológico que recibió la adolecente, cuando su padre abusador, en ejercicio de una “función de vigilancia”, distorsionada y manipuladora, exigió que dicho examen se haga en su presencia; y este pedido se hizo públicamente delante de los amigos, del oficial actuante, para saber si mantuvo relaciones sexuales con otras personas? Esta desproporcionada actitud, denota que a Dumont nada le importó lo que sentiría Jessica, su hija, con semejante agresión psicológica, sino que estaba interesado en su sexualidad. ¿Por qué quería estar presente en este examen? ¿Por qué quería, y sin pudor alguno, ver los genitales de su hija? ¿Acaso es médico o conocía los genitales de su hija o estaba muy enceguecido considerándola un objeto de su propiedad para darse cuenta de lo impropio del pedido, o simplemente es la continuación de los abusos deshonestos que venía sufriendo la adolecente o si no los sufría, esta es, la prueba cabal del abuso en que incurrió en ese momento el Sr. Dumont? Por eso el Sr. Fiscal omitió la valoración de esta prueba. Pues de haberlo hecho,  no le hubiera quedado otra posibilidad que formular la correspondiente imputación del delito de abuso sexual y/o intento de abuso sexual y agravado por el vínculo, ya que el examen vaginal, a pesar de haber sido llevada Jessica al hospital, no se realizó.
Derechos Vulnerados por el Sr. Fiscal de la Causa al pedir el sobreseimiento del imputado, el Funcionario de la Policía actuante.
Derecho Nacional y Derechos Internacionales:
La ley 26.485 denominada de “Protección Integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia de las mujeres en los ámbitos donde desarrollan sus relaciones interpersonales¨ plantea objetivos amplios. Entre ellos propone la eliminación de la discriminación entre mujeres y varones, en todos los órdenes de la vida, el derecho a vivir una vida sin violencia, el desarrollo de políticas públicas tendientes a erradicar la violencia, la remoción de patrones socioculturales que promueven y sostienen la desigualdad de género y, finalmente favorecer el acceso a la Justicia de las víctimas de violencia.
Al enumerar los distintos tipos de violencia que pueden perpetrarse contra las mujeres en los múltiples ámbitos de su vida en relación. Así, en primer lugar, se define a la violencia contra las mujeres como:
“…toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, tanto en el ámbito público como privado, basada en la relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad personal.
Se considera violencia indirecta, a los efectos de la presente ley, toda conducta, acción u omisión, disposición, criterio o práctica que ponga a la mujer en desventaja, con respecto al varón. (Artículo 4).
Vale detenerse sobre las conductas comprendidas en la a); b); c) y e) que resultan ilustrativas a los efectos de su valoración para la resolución de la causa de marras:
(a) Física: “es la que emplea contra el cuerpo de la mujer produciendo dolor, daño o riesgo de producirlo y cualquier otra forma de maltrato o agresión que afecte su integridad física”.
(b) Psicológica, “la que causa daño emocional y disminución de la autoestima o perjudica y perturba el pleno desarrollo personal, o que busca degradar o controlar las acciones, comportamiento, creencias y decisiones mediante amenaza, acoso, hostigamiento, restricciones humillaciones, deshonra, descredito, manipulación o aislamiento. Incluye también la culpabilización, vigilancia constante, exigencia de obediencia o sumisión, coerción verbal, ridiculización, explotación y limitación del derecho de circulación o cualquier otro medio que cause perjuicio a su salud psicológica y a la autodeterminación.”
(c) Sexual, “que se traduce en cualquier acción que implique la vulneración en todas sus formas, con o sin acceso genital, del derecho de la mujer de decidir voluntariamente su vida sexual, reproductiva a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimidación, incluyendo la violación dentro del matrimonio o de otras relaciones vinculares o de parentesco, exista o no convivencia…” 
(e) Simbólica: “Definida como la que a través de patrones estereotipados, mensajes, valores, íconos o signos transmitan y reproduzcan dominación, desigualdad, discriminación en las relaciones sociales , naturalizando la subordinación de la mujer en la sociedad”. (Artículo 5) 
La ley 26.485 es de orden público, tiene vigencia en todo el territorio del país y se basa en distintos tratados que prohíben la violencia de género, originando obligaciones a los estados de acuerdo a los estándares del derecho internacional y regional de los Derechos Humanos. Uno de estos estándares es el de la debida diligencia en la investigación y sanción de hechos de violencia contra las mujeres. (Convención de Belém do Pará, artículo 7, inciso b).
Otros tratados que garantizan el derecho a un juicio justo, imparcial, sin estereotipos discriminatorios, son: el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP),  La Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) , la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) y su protocolo facultativo, la Convención Interamericana para Prevenir Sancionar y Erradicar la Violencia contra las mujeres (Convención de Belén Do Pará, firmada en  1994 y ratificada en septiembre de 1996 ). Los tratados se complementan con una importante jurisprudencia, en constante crecimiento sobre la violencia de género de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Corte Interamericana de Derechas Humanos (Corte IDH); y con instrumentos no vinculantes, como la Declaración y Plataforma de Beijing y los subsiguientes procesos de seguimientos de cinco, diez y quince años, resoluciones de la Asamblea General y Consejo de derechos humanos de las naciones Unidas (ONU) y recomendaciones generales adoptadas por los Comités de los Tratados de las Naciones Unidas que constituyen “herramientas de interpretación autorizadas” de las respectivas convenciones. 
El Pacto de Derechos Civiles y Políticos en sus artículos 2, 3, 7 y 17; y el artículo 2 del Protocolo Facultativo, garantizan “El derecho a la no discriminación, a garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en este Pacto”, “a no ser sometido a penas o tratos crueles inhumanos y degradantes y nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada”. La Convención para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer plantea, en su artículo 5 que “Los estados partes tomaran todas las medidas apropiadas para: “Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de inferioridad o superioridad de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres”.  La Convención de los Derechos del Niño y la Niña en su artículo 19 y 27. “Los estados partes adoptaran todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentren bajo la custodia de sus padres, de un representante legal o lo tenga a su cargo”. Además de ratificar dicha Convención,  el Estado, en concordancia con su espíritu, dictó la ley 26061, Ley de protección Integral de la niñez y adolescencia, que tiene como uno de sus principios rectores el interés superior del Niño/a y el Adolescente.

V.- La discriminación de Género en el proceso Judicial y la plena vigencia de las Convenciones Internacionales.
La Evolución de las pautas constitucionales. El Estándar Internacional
 Hasta no hace muchos años era impensable suponer que se aplicara la sentencia de un tribunal internacional dentro de un Estado determinado; y mucho menos imaginar que los procedimientos desarrollados en un país, serían reconocidos como válidos para enjuiciar y condenar a ciudadanos y ciudadanas que cometieran crímenes de lesa humanidad en otro. Sin embargo, con el correr del tiempo, esto fue posible. Un nuevo derecho, generado como reacción frente a los hechos atroces producidos durante la última guerra mundial y después de ella, se fue abriendo camino, y a pesar de no haber obtenido una plena consolidación, dado que la mayoría de los Estados son aún renuentes a su plena aplicación, es hoy una realidad tangible. Se trata del llamado Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH), gravitante y expansivo capítulo del Derecho Internacional Público de este tiempo.
[bookmark: _ftnref5][bookmark: _ftnref6][bookmark: _ftnref8]Así cuando uno o muchos individuos de un Estado, son atropellados en sus derechos humanos, ellos pueden, invocando el derecho internacional, pedir al mundo que lo haga respetar en sus personas, aunque sea contra el gobierno de su país.   Como dice Carlos Ayala Carao: “La jerarquía de los distintos instrumentos internacionales en general y en particular sobre Derechos Humanos dentro del ordenamiento jurídico estatal, es una materia a ser determinada fundamentalmente por la propia Constitución. Es por lo tanto la Constitución la llamada a establecer el rango normativo de un tratado, pacto o convenio internacional sobre derechos humanos, dentro del ordenamiento jurídico interno o las fuentes del Derecho estatal. . . En términos generales las Constituciones le otorgan a estos instrumentos internacionales cuatro tipos de rango o valor: 1) supraconstitucional; 2) constitucional; 3) supra legal; y 4) legal. Inspirándose en este pensamiento la Constitución Argentina histórica de 1853/60 había acogido la vigencia de los tratados internacionales como derecho interno. El artículo 31º establece que “Esta Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso, y los tratados con las potencias extranjeras, son la ley suprema de la Nación…” equiparando los tratados internacionales a las leyes que dicta el Congreso, porque debe entenderse -como dice Carlos Sánchez Viamonte- que todo tratado celebrado con potencias extranjeras por el Poder Ejecutivo, requiere para su validez la aprobación del Parlamento conforme a lo dispuesto en el artículo 75º inc. 22º y se convierte en ley. “Además, todos estos tratados o convenciones de carácter internacional deben ser celebrados con sujeción a los principios de derecho público que caracterizan la forma republicana de gobierno, tal como ella resulta adaptada a nuestro país por la Constitución en el conjunto armónico de sus disposiciones correlacionadas entre sí (artículo 27) La República Argentina, suscribió los instrumentos internacionales fundamentales que rigen el sistema de los Derechos Humanos. Votó en 1948 la Declaración Universal de los Derechos Humanos y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. Desde 1952 fue parte de la Convención para la Prevención del Delitos de Genocidio y de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial vigente desde 1969. En 1984 se hizo parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José, Costa Rica). No sólo adhirió a la parte dogmática de este acuerdo, sino que también aceptó los mecanismos de control y jurisdiccionales que él establece. Se sometió a la competencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la obligatoriedad de sus fallos. Se hizo parte del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su protocolo facultativo en 1986; de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer en 1985; de la Convención contra la Tortura y otros Tratos y Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes en 1986 y de la Convención de los Derechos del Niño en 1989. Con relación a la exigibilidad del cumplimiento de los compromisos en materia de Derechos Humanos, aun considerando -sin dar espacio a ninguna duda- que los tratados formaban parte del ordenamiento jurídico nacional, se entendía mayoritariamente que la exigibilidad ante nuestros tribunales de un derecho en virtud de una convención internacional era programático y para hacerse válido dependía de su tutela por parte de normas internas del Estado. Por otra parte subyacía la teoría de que siendo una ley la que ratificaba un tratado, otra ley podía derogarla o modificarla, desvirtuando así su contenido.[footnoteRef:2] [2:  Artículo 44.- Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de esta Convención por un Estado parte.
Artículo 48.- La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que se alegue la violación de cualquiera de los derechos que consagra esta Convención, procederá en los siguientes términos:
a. si reconoce la admisibilidad de la petición o comunicación solicitará informaciones al Gobierno del Estado al cual pertenezca la autoridad señalada como responsable de la violación alegada, transcribiendo las partes pertinentes de la petición o comunicación. Dichas informaciones deben ser enviadas dentro de un plazo razonable, fijado por la Comisión al considerar las circunstancias de cada caso;
b. recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación. De no existir o subsistir, mandará archivar el expediente;
c. podrá también declarar la inadmisibilidad o la improcedencia de la petición o comunicación, sobre la base de una información o prueba sobrevinientes;
d. si el expediente no se ha archivado y con el fin de comprobar los hechos, la Comisión realizará, con conocimiento de las partes, un examen del asunto planteado en la petición o comunicación. Si fuere necesario y conveniente, la Comisión realizará una investigación para cuyo eficaz cumplimiento solicitará, y los Estados interesados le proporcionarán, todas las facilidades necesarias;
e. podrá pedir a los Estados interesados cualquier información pertinente y recibirá, si así se le solicita, las exposiciones verbales o escritas que presenten los interesados;
f. se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención.
Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede realizarse una investigación previo consentimiento del Estado en cuyo territorio se alegue haberse cometido la violación, tan sólo con la presentación de una petición o comunicación que reúna todos los requisitos formales de admisibilidad.] 

Hacia 1992, la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el difundido caso Ekmekdjian, inició el reconocimiento del orden supranacional en el derecho interno. Se resolvió en primer lugar que los tratados tienen jerarquía superior a las leyes federales, de modo que una ley posterior no puede modificar su contenido. En segundo lugar quedó establecido que el derecho que se invoca con fundamento en una norma internacional es directamente operativo, vale decir automáticamente exigible ante los tribunales locales. Por último se dijo en esa sentencia que, cuando se trataba de la aplicación de un tratado internacional por parte de un tribunal de justicia, su resolución debía conformarse a la jurisprudencia de los órganos internacionales aplicados a la interpretación del instrumento internacional (en el caso la Corte Internacional de Derechos Humanos)
 En la República Argentina la reforma constitucional de 1994, creó un nuevo bloque de constitucionalidad (artículo 75º inc. 22) que sigue en lo esencial lo resuelto por el más alto Tribunal de la Nación en el caso Ekmekdjian y que pone en la cima de la pirámide jurídica junto a la Constitución, a los tratados y declaraciones referidas a los Derechos Humanos. Un escalón más abajo se ubica los Tratados internacionales suscriptos por la República y en un tercer nivel, las leyes. El DIDH tiene supremacía jurídica, normativa, fuerza coactiva e imperatividad. Se trata en suma ante “un normativismo supranacional” De este modo su acatamiento por parte de los Gobiernos, compromete a la comunidad internacional. Así cuando para una persona sea el Estado su principal enemigo, podrá recurrir a una instancia internacional superior en busca de protección.
Plena operatividad de los derechos emergentes de los tratados sobre Derechos Humanos. La aplicación de las normas del DIDH no requiere normas reglamentarias internas para que sean invocadas y ejercidas en plenitud a partir del caso Ekmekdjian ya citado, la Corte introdujo la doctrina de la directa operatividad de los tratados en esta materia.

Irreversibilidad del derecho supranacional en materia de Derechos Humanos. Una vez que un Estado asumió un compromiso en materia de Derechos Humanos, no es posible la vuelta atrás. El artículo 27º de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, aprobada por la ley 19.865, establece que una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado”, lo cual no puede razonablemente pretenderse aplicable sólo en las relaciones internacionales del Estado, pues ello importaría una duplicidad de interpretación contraria a la indispensable unidad del orden jurídico. Entendemos que estas breves consideraciones, sirven a menudo para ratificar un principio, que si bien elemental, los tribunales de justicia lo olvidan al interpretar las normas del código penal, todos los intervinientes (fiscales, defensores y jueces) siempre deben otorgarle la inteligencia que más se ajuste a la ley fundamental (Fallos 255; 192; 285; 60; 299; 93; 302:1600) Los Casos que hemos aludido ejemplifican una aplicación de esos principios en que se refiere la tutela efectiva de la Igualdad de Género y la protección de la violencia contra la mujer.[footnoteRef:3] [3:  Referencias Martín Abregú: La Aplicación de los Tratados sobre Derechos Humanos por los Tribunales Locales: Una Introducción. Ediciones del Puerto, Buenos Aires 1997 p. 5; Hans Kelsen: Teoría Pura del Derecho, traducción de Moisés Nilve, 4ª edición, EUDEBA (Editorial Universitaria de Buenos Aires), Buenos Aires 1965, p. 203 y ss, Jeremy Bentham: An Introduction to the Principles of Morals and Legislation cap. XVII, XXV, note. Consulté la 1ª edición de T. Payne and Son at the Mews Gate, London 1789 p. 324 Alfredo L. Palacios: Nuestra América y el imperialismo, Editorial Palestra, Buenos Aires 1961 p. 312 Juan Bautista Alberdi: El crimen de la guerra¸editorial Luz del Día, Buenos Aires 1957 p. 32 ] Carlos Ayala Corao: El Derecho de los Derechos Humanos en El Derecho, Buenos Aires, tº 160, p. 760 [ Juan Bautista Alberdi: Bases y puntos de partida para la Organización Política de la República Argentina, capítulo XXXVII, proyecto de Constitución, artículo 15º. consulté Orientación Cultural Editores, Buenos Aires 1960 p. 186 Carlos Sánchez Viamonte: Manual de Derecho Constitucional¸ 3ª edición Editorial Kapelusz, Buenos Aires 1958 pp. 96/7 Ver Guillermo Moncayo: Criterios para la Aplicación de las Normas Internacionales que Resguardan los Derechos Humanos en el Derecho Argentino en La Aplicación de los Tratados de Derechos Humanos por los Tribunales Locales (obra colectiva). Ediciones del Puerto, Buenos Aires 1997, p. 89 Cuando en el Derecho se habla de normas “programáticas” se está indicando que no existe mayor disposición a aplicarlas. El legislador pocas veces califica a sus normas de “programáticas”; esos circunloquios se reservan a los intérpretes, Conf. Agustín Gordillo: Derecho Humanos, 4ª edición, Fundación de Derecho Administrativo, Buenos Aires 1999, III, Moncayo: Criterios . . . cit. ps 92 a 103 Tratados normativos y tratados contratos los llama Ramón López Jiménez: Tratado de Derecho Internacional Público, edición de la Dirección de Publicaciones del Ministerio de Educación, San Salvador 1969, tº I, p. 209 Luis Podestá Costa: Derecho Internacional Público, 4ª edición, Tipográfica Editora Argentina, Buenos Aires 1960, Tº I, p. 376 Germán Bidart Campos: La Convención Americana de Derechos Humanos y el Derecho Interno (nota a la Opinión Consultiva (OC) 14/94 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos) en El Derecho, Buenos Aires, tº 162 p. 701.Hernán Montealegre: Cumplimiento de decisiones de los Organos Internacionales de Protección de Derechos Humanos: el caso del Sistema Interamericano en Memoria II Curso Interamericano - Sociedad Civil y Derechos Humanos, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José 2002, p. 202 [ La Ley 1995 – D p.462 Moncayo: Criterios . . . cit. p. 94 Segundo V. Linares Quintana: Reglas para la interpretación constitucional, Plus Ultra, Buenos Aires 1988 p. 20 Henri Lévy - Bruhl: Sociología del Derecho, trad. del francés por Myriam de Winizky, EUDEBA, Buenos Aires 1964, colección “Cuadernos de Eudeba”, p. 35. No se puede ocultar la opinión del autor sobre ese método interpretativo: “Esto es, evidentemente, una solución perezosa e incierta, pues con frecuencia el hecho nuevo presenta características diferentes del precedente y la decisión, válida para el primero, no se justifica en cambio para el segundo.” Mónica Pinto: El Principio Pro Homine. Criterios de Hermenéutica y Pautas para la Regulación de los Derechos Humanos. (Obra colectiva) Ediciones del Puerto, Buenos Aires 1997 p.163 [ La Ley 1996 – D p. 524 Moncayo: Criterios . . . p. 97 [ La Ley 1996 - D p. 111 Ver Carlos Sánchez Viamonte: El Poder Constituyente, Editorial Bibliográfica Argentina, Buenos Aires 1957 pp. 260 y sigs. Ver Agustín Gordillo: Derechos humanos, 4ª edición, Fundación de Derecho Administrativo, Buenos Aires, capítulo III p. 2.
] 

COMITÉS MONITORES DE DERECHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS
En relación a las obligaciones internacionales asumidas por el Estado Argentino la sentencia del Superior Tribunal ha dicho –citando a Germán Bidart Campos- que “los Estados Parte, se obligan a que sus sentencias… provean a la aplicación de los Pactos, reconociendo, garantizando y facilitando el ejercicio y el goce de los derechos que ellos reclaman. En suma, los tribunales judiciales son Órganos del Estado y sus decisiones son actos del poder estatal vinculados por el tratado”. (Germán Bidart Campos, “Los Pactos Internacionales sobre Derechos Humanos y la Constitución”, EDIAR, Bs. As. 1989, pag. 128). Seguidamente expondremos las recomendaciones formuladas al Estado Argentino por distintos Comités Monitores de Derechos Humanos de Naciones Unidas sobre medidas concretas que corresponde adoptar para el desempeño de sus obligaciones en virtud de las convenciones adoptadas por Argentina.

COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS
En relación al artículo 3° del Pacto el Comité considera inquietante que, pese a importantes progresos, las actitudes tradicionales hacia la mujer sigan ejerciendo una influencia negativa en su disfrute de los derechos enunciados en el Pacto. Preocupa en especial al Comité la alta incidencia de casos de violencia contra la mujer, incluida la violación y la violencia doméstica. También el acoso sexual y otras manifestaciones de discriminación en los sectores público y privado[footnoteRef:4] [4:  Comité de Derechos Humanos. Observaciones finales. Tercer informe presentado por el Estado Argentino. Octubre de 2000. Pár.15] 


COMITÉ PARA LA ELIMINACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER. [footnoteRef:5] [5:  Comité CEDAW. Observaciones finales. Sexto informe presentado por el Estado adoptadas el 13 de julio de 2010. Pár. 12] 

El Comité pide al Estado Parte que adopte las medidas necesarias para eliminar los impedimentos que puedan encontrar las mujeres para acceder a la justicia y que implante mediadas encaminadas a garantizar este acceso. En concreto, recomienda que el Estado Parte promueva programas de alfabetización jurídica para que vele por que la judicatura incluidos los jueces, abogados, fiscales y defensores públicos conozcan los derechos de la mujer y las obligaciones del Estado Parte con arreglo a la Convención, y alienta a que éste imparta capacitación sobre cuestiones de género a todos los miembros del sistema de justicia, entre ellos los organismos encargados de hacer cumplir la ley y que vigile los resultados de la labor.

COMITÉ DE LOS DERECHOS DEL NIÑO Y LA NIÑA
El Comité recomienda al Estado Argentino que se imparta capacitación a los maestros, agentes de la fuerzas públicas, trabajadores de la salud, asistentes sociales y fiscales sobre los forma de recibir, tramitar, investigar y enjuiciar las denuncias sobre violencia de una manera favorable al niño o niña y que permita aplicar una perspectiva de género[footnoteRef:6]. [6:  Comité de Derechos del Niño. Observaciones finales. Cuarto informe presentados por el Estado Argentino. Junio de 2010. Pár. 55.] 


	VI.- Se examinarán brevemente Tratados, Declaraciones y Decisiones Internacionales que les dan protección a las mujeres. 
	En todos los instrumentos referenciados hacen énfasis en el derecho a la igualdad y a la no discriminación, el derecho a un recurso efectivo y el derecho a la no violencia. A la luz de estos derechos se examinarán luego la realidad argentina y los grandes retos planteados para hacerlos ciertos.
	La Declaración Universal de los Derechos Humanos adoptada por la ONU en 1948 constituye el primer texto jurídico vinculante que consagra la noción de derechos humanos y especialmente el derecho a la igualdad y la no discriminación. En su Art. 1° señala: “Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos…” y en el Art. 2°: “Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma. Religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición”.
	En el Art. 7° añade: “Todos son iguales ante la Ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta declaración y contra toda provocación a tal discriminación”. 
	En el Art. 10° consagra: “Toda persona tiene derecho en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal”. Recoge la Declaración tanto la noción de Derechos Humanos, la consagración de derechos fundamentales como el derecho a la igualdad ante la ley, la protección contra toda discriminación y la garantía del debido proceso.
	La Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José, 1969) establece en su Artículo 1° la obligación de los Estados Partes de “Respetar los derechos y libertades recogidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna….” En el Artículo 2° los obliga a legislar internamente para hacer efectivos tales derechos. En el 8° consagra las Garantías Judiciales que se concatena con el Artículo 10° de la Declaración y en donde se establecen las garantías mínimas. En el Artículo 24 reconoce el derecho a la igualdad ante la ley y en consecuencia la persona tiene derecho sin discriminación, a igual protección de la ley y en el Artículo 25 establece la protección judicial donde toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que los ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la Ley o la Convención y los Estados Partes se comprometen a garantizarlos.
	La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (1979) refuerza las disposiciones sobre igualdad y no discriminación de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, al definir la discriminación contra la mujer y exigir que los Estados Partes adopten medidas específicas para combatirla cuando la define en el Artículo 1° como: “Toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.”
“La definición abarca cualquier diferencia en el trato basada en el sexo que, intencional o inadvertidamente, ponga a la mujer en desventaja; impida el reconocimiento, por parte de la sociedad en su conjunto, de los derechos de la mujer en las esferas pública y privada; o impida a la mujer ejercer los derechos humanos que le son reconocidos.” (OEA, CIDH, 1999)
	En su Artículo 2° los Estados firmantes condenan la discriminación contra la mujer y se comprometen si no lo han hecho a incluir en sus Constituciones el principio de igualdad del hombre y de la mujer; establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre la base de la igualdad con el hombre y garantizar, por conducto de los tribunales nacionales competentes y de otras instituciones públicas, la protección efectiva contra todo acto de discriminación, entre otros. La Convención Interamericana para Prevenir, Erradicar y Sancionar la Violencia contra la Mujer, Convención Belem Do Pará (1994) protege a la mujer contra la violencia por razón de sexo como ya lo señalábamos anteriormente, protege derechos a una vida sin violencia y el derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos. Esta Convención inspiró la Ley 26.485 que consagra los principios fundamentales como el respeto a la dignidad y la integridad física, sexual y psicológica, económica y patrimonial, simbólica (definida como la que a través de patrones estereotipados, mensajes, valores, iconos o signos, trasmitan y reproduzcan dominación, desigualdad y discriminación en las relaciones sociales, naturalizando la subordinación de las mujeres en la sociedad (Articulo 5°).
	La aplicación por parte de los Fiscales, Defensores de Menores y Jueces en los casos concretos de estos significa que al aplicar normas penales sustantivas o procesales deben intentar otorgarles una interpretación que las hagan compatibles con los principios de igualdad de género, tal como lo ha señalado la Corte Suprema en el conocido caso “Siri” con cita de Joaquín V. Gonzales, Manual de la constitución Argentina, A, Estrada, Buenos Aires, 1897, n° 82.

CONCLUSIÓN:
	
Gravedad del apartamiento.
	
El Sobreseimiento solicitado por el Sr. Fiscal de la causa, implica un grave apartamiento a la normativa vigente, tanto en el orden interno como en el Internacional. Esta determinación produce serias consecuencias en el mundo jurídico, habilitando la no aplicación de la normativa sustancial contenida en el nuestro código penal (Art. 81 inc. b) y/o (arts. 84 con 90, 92, 95 y 55 C.P.) o subsidiariamente con lesiones agravadas del mismo modo (Art 80 con 92 C.P.) en concurso real (Art. 55 CP.) con abuso sexual agravado por el vinculo (Art. 119 primer y último párrafo en relación a la letra b) C.P. en perjuicio de Jessica Dumont, e instigador del delito de abuso de autoridad, también en concurso real.
	Casos como el presente, donde funcionarios judiciales, que privilegian sus ideologías personales, apartándose del deber fundamental de aplicar la ley no ajustando sus decisorios a los criterios de razonabilidad y de justicia propia de un estado de derecho, que el mismo Fiscal se comprometió al asumir el cargo, fueron llevados a los foros internacionales, y terminaron en condena para estado argentino por incumplimiento de las obligaciones asumidas al ratificar los Pactos y Convenciones Internacionales y las Recomendaciones de los Comités Monitores.
	No queremos que el presente caso tenga que transitar esa Instancia Internacional, encauzando el largo y doloroso camino de deudas pendientes que tiene el Estado Argentino, con el efectivo goce se los derechos por parte de las mujeres, cuyo reconocimiento está plasmado en normativas nacionales e internacionales de Derechos Humanos, conforme lo expresado Ut-Supra.


	PETITORIO
	
Por todo lo expuesto, a V.S., solicitamos:
a) Se tenga por presentado este memorial de Amicus Curie.
b) Se declare la admisibilidad de esta presentación.
c) Se consideren los argumentos precedentemente expuestos al resolver el presente caso.
d) Se adjuntan Estatutos Constitutivos de las Organizaciones presentantes y demás datos necesarios para su correcta individualización.

								SERÁ JUSTICIA.





Dra. Susana Chiarotti			Dra. María Gabriela Filoni
        Representante INSGENAR		       Responsable del Programa Litigio
          CLADEM





Adriana Inés Guerrero			Dra. Celia Isabel Debono
      Representante				    Representante Legal
CLADEM – Argentina			    CLADEM - Tucumán
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